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OPINIÓN Nº 021-2010/DTN
Entidad:
Gobierno Regional de Junín
Asunto:
Declaración de nulidad
Referencia:
Oficio Nº 034-2010-GRJ/GGR
1. ANTECEDENTES
Mediante el documento de la referencia, el Gerente General del Gobierno Regional de Junín (en adelante, la “Entidad”), formuló una consulta referida a la posibilidad de declarar la nulidad de un contrato como consecuencia de la presentación de documentación falsa, en el marco de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo N.° 1017 (en adelante la Ley), y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N.° 184-2008-EF
 (en adelante el Reglamento).
2. CONSULTA Y ANÁLISIS

La Entidad formula la siguiente consulta:

“¿Debe declararse nulo un contrato que se encuentra en un 90% de avance en su ejecución debido a que la Entidad ha sido notificada de una pericia grafotécnica practicada por la Dirección Contra la Corrupción de la Policía Nacional del Perú, en donde se determinó que los documentos presentados por el contratista contienen firmas falsificadas de uno de los profesionales presentado como parte de su propuesta técnica?”
Sobre el particular, corresponde señalar lo siguiente:
2.1. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 57º de la Ley, el Titular de la Entidad podrá declarar la nulidad del proceso de selección, solo hasta antes de la celebración del contrato, cuando los actos administrativos hayan sido dictados por órgano incompetente, contravengan las normas legales, contengan un imposible jurídico, o prescindan de las normas esenciales del procedimiento o de la forma prescrita por la normatividad aplicable, sin perjuicio de que pueda ser declarada por el Tribunal de Contrataciones del Estado en la resolución recaída sobre los recursos que conozca.
Asimismo, el citado artículo también dispone que después de celebrados los contratos solo es posible declarar la nulidad por efectos del artículo 9º de la Ley y cuando se verifique la trasgresión del Principio de Presunción de Veracidad.
2.2. Adicionalmente, el artículo 202º del Reglamento establece que, si luego de efectuada la fiscalización posterior se determina la trasgresión del Principio de Presunción de Veracidad, la Entidad declarará la nulidad de oficio del contrato.

Al respecto, cabe precisar que el Principio de Presunción de Veracidad implica que, durante la tramitación de un procedimiento administrativo, los documentos presentados y las declaraciones formuladas por los administrados se presumen verdaderos. No obstante, dicha presunción admite prueba en contrario.
En ese sentido, si luego de efectuada la fiscalización posterior se determina que el contratista presentó documentación falsa durante el trámite del proceso de selección, se trasgrede el Principio de Presunción de Veracidad, lo que acarrea la nulidad de oficio del contrato, correspondiendo a la Entidad adoptar dicha decisión.
2.3. Ahora bien, la Entidad consulta si debe declararse nulo un contrato que se encuentra en un 90% de avance en su ejecución debido a que la Entidad ha determinado que los documentos presentados por el contratista, como parte de su propuesta técnica, son falsos.
Sobre el particular, corresponde señalar que el Principio de Eficiencia que rige a las contrataciones públicas, establece que “los bienes, servicios o ejecución de obras que se adquieran o contraten deben reunir los requisitos de calidad, precio, plazo de ejecución y entrega y deberán efectuarse en las mejores condiciones en su uso final”.
Así, en el ámbito de las contrataciones públicas, la eficiencia constituye un principio que orienta a las Entidades a satisfacer sus requerimientos de bienes, servicios u obras en las mejores o más ventajosas condiciones, ya sea a través de menores precios, mejor calidad y tecnología y con plazos oportunos.

Asimismo, cabe precisar que existen elementos que caracterizan a los regímenes jurídicos especiales de derecho público, como es el que subyace a las contrataciones del Estado, en los que la Administración Pública ocupa un lugar primordial en el contrato, como representante del interés general, lo cual denota una diferencia entre los contratos que celebra el Estado de aquellas relaciones jurídicas efectuadas entre privados.  

Conforme a lo mencionado, y teniendo en consideración que este Organismo Supervisor absuelve consultas de carácter general sobre la normativa de contrataciones del Estado, en vía de consulta, no puede pronunciarse sobre casos específicos, máxime si éste se encuentra referido a decisiones de gestión en una contratación en particular.
No obstante, deberá tenerse en cuenta que aún cuando en un supuesto específico el contrato puede adolecer de un vicio que acarrea su nulidad, por circunstancias excepcionales, su declaratoria podría resultar perjudicial para el Estado, contrario al principio de eficiencia y al interés público o social involucrado en la contratación.
En virtud de lo expuesto, compete exclusivamente a cada Entidad evaluar cada situación concreta y tomar la decisión más conveniente para el Estado y el interés público involucrado, previa evaluación de los costos que cada supuesto podría acarrear.

Sin perjuicio de ello, cabe precisar que de conformidad con lo dispuesto en el numeral 9) del artículo 294º y en el segundo párrafo del artículo 297º del Reglamento, cuando la Entidad detecte que el postor ha presentado documentos falsos o inexactos durante el proceso de selección, deberá ponerlo en conocimiento del Tribunal de Contrataciones del Estado, a efectos que, previo procedimiento administrativo sancionador, se le apliquen las sanciones que correspondan.
3. CONCLUSIONES
3.1. Si luego de efectuada la fiscalización posterior se determina que el contratista presentó documentación falsa durante el trámite del proceso de selección, se trasgrede el principio de presunción de veracidad, lo que acarrea la nulidad de oficio del contrato, correspondiendo a la Entidad adoptar dicha decisión. 
3.2. Este Organismo Supervisor absuelve consultas de carácter general sobre la normativa de contrataciones del Estado, por lo que, en vía de consulta, no puede pronunciarse sobre casos específicos. No obstante, aún cuando en un supuesto específico el contrato puede adolecer de un vicio que acarrea su nulidad, por circunstancias excepcionales, su declaratoria podría resultar perjudicial para el Estado, contrario al principio de eficiencia y al interés público o social involucrado en la contratación.
Jesús María, 15 de febrero de 2010
JUAN ANTONIO SILVA SOLOGUREN

Director Técnico Normativo
AFRR/.
�  Modificado mediante Decreto Supremo Nº 021-2009-EF.





� Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, es necesario precisar que las consultas que absuelve este Organismo Supervisor son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa sobre contratación pública, planteadas sobre temas genéricos y vinculados entre sí, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, de conformidad con lo dispuesto por el inciso i) del artículo 58° de la Ley de Contrataciones del Estado, aprobada mediante Decreto Legislativo Nº 1017 y la Segunda Disposición Complementaria Final de su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 184-2008-EF. En ese sentido, las conclusiones de la presente opinión no se encuentran vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
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